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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el representante judicial de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, contra el fallo proferido por el Juez Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, dentro de la acción de tutela instaurada en su contra por el señor SILVIO ARCILA MOLINA.  

2.- DEMANDA 

Manifestó en su escrito el señor ARCILA MOLINA que: (i) es desplazado desde el año 2001; (ii) hace parte de las personas catalogadas como de la tercera edad porque tiene 73 años; (iii) fue desplazado con una sobrina menor de edad; (iv) no cuenta con un empleo porque a su edad nadie le da trabajo, y no tiene ninguna otra ayuda adicional, por lo que se encuentra en un estado de indefensión absoluto; y (v) aunque pidió ante la entidad accionada que se le entregara la ayuda humanitaria a la que considera tiene derecho como desplazado, la misma fue negada bajo el argumento de que lleva más de 10 años desplazado y en ese sentido ya no le asiste ese derecho porque se presume que sus necesidades no se derivan del desplazamiento.
En atención a lo expuesto pidió al juez de tutela ordenarle a la entidad que le entregue la ayuda humanitaria que requiere.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado de conocimiento admitió la demanda y dio traslado de la misma a la entidad accionada y al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, entidades que se pronunciaron de la siguiente manera:

- La Oficina Jurídica del Departamento para la Prosperidad Social informó que frente a esa entidad no existe legitimidad en la causa por pasiva, para lo cual hizo un extenso recuento de las normas que regulan su actividad.

- Por su parte la representante judicial de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, luego de hacer referencia a la normativa que rige la materia, frente al caso concreto expuso: (i) todas las solicitudes de atención humanitaria de víctimas que se encuentren entre los 10 años o más de ocurrencia del desplazamiento no serán avaladas, exceptuando casos que cumplan con criterios de extrema vulnerabilidad soportada, de conformidad con la Resolución 1956 del 12-10-12 proferida por la Dirección Nacional de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas; (ii) lo antes descrito teniendo en cuenta la disposición establecida en el artículo 112 del Decreto 4800 de 2011 que frente a la atención humanitaria dispone: “cuando el evento desplazamiento forzado haya ocurrido en un término igual o superior a diez años antes de la solicitud, se entenderá que la situación de emergencia en que pueda encontrarse quien solicita ayuda humanitaria, no está directamente relacionada con el desplazamiento forzado, razón por la cual estas solicitudes serán remitidas a la oferta disponible para la estabilización socioeconómica, salvo casos de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta derivada de aspectos relacionados con grupo etario, situación de discapacidad y composición del hogar, según los criterios que determine la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas”; y (iii) de lo mencionado se concluye que existe un tiempo prudencial máximo de 10 años contados a partir de la ocurrencia del hecho para la entrega de la ayuda humanitaria, y que una vez transcurrido este lapso, se entenderá que la situación de emergencia en que pueda encontrarse el solicitante, no está directamente relacionada con el desplazamiento forzado.
Con base en lo expuesto pidió negar las pretensiones de la demanda.

3.2.- En la sentencia de tutela el juez de primera instancia decidió amparar los derechos fundamentales de las personas desplazadas de los que es titular el señor SILVIO ARCILA MOLINA, y por tanto le ordenó a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas, que en el término de 5 días siguientes a la notificación del fallo, realizara una visita socio familiar para efectos de determinar cuáles son las verdaderas y actuales necesidades del actor, posterior a lo cual, dentro de los 10 días siguientes, si se encuentra que no se ha superado esa situación de emergencia y logrado su estabilización socioeconómica, se deberá informar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que le hará entrega de la prórroga de la asistencia humanitaria, la cual se hará de manera prioritaria y hasta que se logre la estabilización socioeconómica.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno, el representante judicial de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas allegó escrito por medio del cual impugnó la decisión, para lo cual reitera los argumentos que presentó en la contestación a la acción de tutela, y solicita revocar el fallo de primera instancia, puesto que la entrega de la ayuda humanitaria es temporal y el señor ARCILA MOLINA lleva más de 12 años desplazado, tiempo durante el cual ha sido beneficiado con varias ayudas humanitarias de transición, la última recibida en marzo de este año por un valor de $510.000.oo.
Finalmente manifiesta que esa entidad no se encuentra en capacidad de realizar la visita domiciliaria ordenada por el juez de primera instancia, por cuanto en la actualidad existen más de 5 millones de víctimas inscritas en el RUV, y sería imposible realizar dichas visitas para determinar la situación socioeconómica de cada una de ellas; sin embargo, para efectos de dar cumplimiento al fallo de tutela y emitir concepto frente a la situación actual del peticionario, se presupuestó la última semana del mes de agosto de 2013.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado
De conformidad con lo pretendido por la entidad recurrente, debe determinar la Sala el grado de acierto de la decisión que concluyó que en el caso del señor SILVIO ARCILA MOLINA se presenta una situación vulneradora de derechos que hace necesaria la intervención del juez constitucional. 
5.2.- Solución a la controversia
La situación de miles de personas que han tenido que sufrir un desplazamiento forzado en Colombia, ha ocasionado que la política pública programada para hacerle frente esté plagada de constantes inconsistencias, al extremo que la H. Corte Constitucional hubo de interferir en el manejo gubernamental de esta situación calamitosa y mediante sentencia del año 2004 declaró el estado de cosas inconstitucional 
 con respecto a la condiciones de la población desplazada, situación que aún hoy no ha logrado superarse. 

Debido precisamente a la falta de concordancia entre la gravedad de la afectación de los derechos reconocidos constitucionalmente, el volumen de recursos destinados a asegurar el goce efectivo de tales derechos, y la capacidad institucional para dar cumplimiento a los correspondientes mandatos constitucionales, impartió múltiples órdenes al gobierno central y a las entidades designadas por éste en todo el país encargadas de la atención de las personas desplazadas, para que adoptaran mecanismos idóneos que lograran una solución definitiva al problema.    

Lamentablemente, aún hoy las entidades que el Gobierno ha designado para hacer frente a la situación no han podido mostrar unos resultados óptimos de administración que permitan a ese grupo de población vulnerable tener acceso a un mínimo de condiciones dignas. Por lo mismo, es claro que la acción de tutela es procedente para procurar el reconocimiento de los derechos fundamentales de estas personas a quienes debe dárseles una connotación especial en atención a sus características, puesto que hacen parte de los llamados sujetos de especial protección
.

Respecto a esa protección especial que debe darse a las personas desplazadas, la H. Corte Constitucional en la sentencia T-495/09, reiteró:

“Esta Sala de Revisión reitera la posición adoptada en múltiples sentencias, ante vulneración a los derechos fundamentales invocados por víctimas de desplazamiento forzado, que son merecedoras de especial protección por estar en situación dramática al haber soportado cargas injustas, que es urgente contrarrestar para que puedan satisfacer sus necesidades más apremiantes.

 

La corporación ha encontrado que resulta desproporcionado exigir el agotamiento previo de trámites ordinarios como requisito para la procedencia de la tutela. Así, en diversas oportunidades ha expresado:

 

“[…] debido a la gravedad y a la extrema urgencia a la que se ven sometidas las personas desplazadas, no se les puede someter al trámite de las acciones judiciales para cuestionar los actos administrativos de la Red, ni a la interposición de interminables solicitudes a la coordinadora del Sistema. Aquello constituye la imposición de cargas inaguantables, teniendo en cuenta las condiciones de los connacionales desplazados, y son factores que justifican la procedencia de la acción de tutela. En este contexto, se ha admitido que cuando quiera que en una situación de desplazamiento forzado una entidad omita ejercer sus deberes de protección para con todos aquellos que soporten tal condición, la tutela es un mecanismo idóneo para la protección de los derechos conculcados…”
 
Son muchas las críticas que se hacen a la forma como se ha desarrollado la política de atención a las necesidades de los desplazados, y es por ello que estas personas se ven obligadas a acudir ante el juez constitucional a efectos de lograr una ayuda real a su situación.

En el caso subexamine, la entidad demandada afirma que su actuación no ha desconocido los derechos fundamentales del agenciado quien lleva más de 12 años desplazado y ha recibido en varias oportunidades la ayuda humanitaria, pero que se debe tener en cuenta la temporalidad de las mismas, puesto que no son perpetuas.

Acorde con la inconformidad de la entidad accionada, se tiene que la Ley 1448 de 2011 contiene medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, y para lograr su efectividad integró una serie de instituciones y entidades estatales, que luchan para que estas personas superen la situación de desplazamiento.
En la citada Ley el artículo 68 hace referencia a la evaluación de la cesación de la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta, para lo cual: “[…] la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y los alcaldes municipales o distritales del lugar donde reside la persona en situación de desplazamiento, evaluarán cada dos años las condiciones de vulnerabilidad y debilidad manifiesta ocasionada por el hecho mismo del desplazamiento. Esta evaluación se realizará mediante los mecanismos existentes para hacer seguimiento a los hogares, y aquellos para declarar cesada la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta de acuerdo al artículo anterior. Las entidades del orden nacional, regional o local deberán enfocar su oferta institucional para lograr la satisfacción de las necesidades asociadas al desplazamiento, de conformidad con los resultados de la evaluación de cesación”
Por otro lado, el artículo 117 del Decreto 4800 de 2011 consagra: “Con base en la información recopilada a través de la Red Nacional de Información, se evaluará el acceso efectivo del hogar a los componentes de alimentación, alojamiento temporal, salud, y educación, a través de alguna de las siguientes fuentes: 1. Participación del hogar de los programas sociales orientados a satisfacer las necesidades relativas a estos componentes. 2. Participación del hogar en programas sociales orientados al fortalecimiento de las capacidades de autosostenimiento del hogar. 3. Participación del hogar en procesos de retorno o reubicación y acceso a los incentivos que el gobierno diseñe para estos fines. 4. Generación de un ingreso propio que le permite al hogar suplir de manera autónoma estos componentes.5. Participación del hogar en programas de empleo dirigidos a las víctimas. Una vez se establezca que el hogar cuenta con acceso a los componentes de alimentación, alojamiento temporal, salud y educación a través de alguna de las fuentes mencionadas, se considerará superada la situación de emergencia producto del desplazamiento forzado y se realizarán las remisiones correspondientes para garantizar el acceso a los demás componentes de la atención integral, con el fin de avanzar en la cesación de la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta”.
Y finalmente en el inciso segundo del artículo 112 del referido Decreto 4800 de 2011, prescribe: “Cuando el evento de desplazamiento forzado haya ocurrido en un término igual o superior a diez (10) años antes de la solicitud, se entenderá que la situación de emergencia en que pueda encontrarse el solicitante de ayuda humanitaria no está directamente relacionada con el desplazamiento forzado, razón por la cual estas solicitudes serán remitidas a la oferta disponible para la estabilización socioeconómica, salvo en casos de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta derivada de aspectos relacionados con grupo etaro, situación de discapacidad y composición del hogar, según los criterios que determine la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas”.
Como se puede apreciar, si bien se hace referencia a 10 años de desplazamiento, ninguna de esas normas fija un límite temporal expreso para que un desplazado pueda acceder a la atención humanitaria, y por el contrario contempla una excepción relacionada con personas que pertenezcan a los denominados grupos de población especial, como lo son por ejemplo las personas de la tercera edad. En ese sentido, ante la condición especial que ostenta el señor SILVIO ARCILA MOLINA, quien cuenta con 73 años de edad y dice no recibir ninguna ayuda y encontrarse en una situación económica precaria, además de tener a cargo una sobrina menor de edad, para esta Sala no ofrece reparo alguno la decisión adoptada por el juez de primera instancia, en cuanto dispuso verificar esas condiciones y de resultar procedente entregar las ayudas humanitarias hasta que el estado de vulnerabilidad cese.

En esos términos, lo único que se le está ordenando a la accionada es que cumpla con su deber legal de verificación y en ese sentido establezca si el caso del señor SILVIO es de aquellos extraordinarios que sobrepasan los diez años de desplazamiento sin superar sus condiciones de indefensión, o si por el contrario no hay lugar a continuar asistiéndolo, pero que ello se diga con argumentos sólidos diferentes a la presunción por el mero hecho del transcurso del tiempo.
En el anterior sentido, la Sala avalará los argumentos expuestos por el juez de primera instancia para conceder el amparo solicitado, y por tanto confirmará la decisión objeto de impugnación. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
� Sentencia T-025 de 2004.


� Sobre el tema de las condiciones especiales de las personas desplazadas ver entre otras, la sentencia T-563 de 2005, T- 057 de 2008, T- 787 de 2008, T-495 de 2009, T-501 de 2009.


� En igual sentido, en la sentencia T-517 de 2010 la H. Corte Constitucional reiteró: “Vemos entonces que de conformidad con la disposición legal y en el amplio conjunto de principios constitucionales y la decantada jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional se ha señalado de manera enfática que la condición de desplazado deviene en una especial situación fáctica de desprotección, a partir de la cual el ciudadano se encuentra en posibilidad de solicitar de manera preferente la protección especial de sus derechos fundamentales por parte del Estado.”
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